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INTRODUCCIÓN 

Uno de los temas más relevante de la carrera administrativa es el ingreso a la misma y lo 

más importante cual debe ser la estrategia y motivación para que cualquier ciudadano 

colombiano pueda realizar las actividades establecidas por la ley, lograr el ocupar el primer 

puesto en una lista de elegibles, ser nombrado en período de prueba y demostrar sus capacidades 

profesionales y personales en la práctica laboral al interior de la Administración Pública en 

cualquier entidad del Estado. 

Inicialmente se hace una breve reseña histórica que posibilita al lector a ubicarse dentro 

de un marco teórico general en donde se precisan conceptos que permitan contextualizar la 

Carrera administrativa y su imposibilidad de acceder a ella, por falta de información real acerca 

de la dinámica legal para acceder por mérito a cualquier cargo del estado como lo establece 

precepto constitucional, por parte de cualquier ciudadano o en algunos casos en los servidores 

públicos que estén ejerciendo un cargo público y quieran ascender dentro de la carrera. 

Es importante señalar la situación de los empleados que laboran para el Estado, y la 

cantidad de normas sobre sus relaciones laborales; que regulan lo divino y lo humano; Sin 

embargo para todo se  invoca la Ley, quizás porque la forma de analizar la norma de manera 

exegética es una especie de tradición, que se lleva como un estigma en el quehacer de lo público. 
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MARCO TEÓRICO GENERAL 

Colombia ha sido tradicionalmente un país sacudido por la violencia, en donde la lucha 

por el poder económico y político, señala los derroteros de su historia. Durante el periodo de la 

conquista, España confirió poder a sus tropas, para que en nombre del Rey y de la Iglesia 

Católica, avasallaran las sociedades indígenas y de paso saquearan sus enormes riquezas. 

Posteriormente, en la Colonia se estab1ecieron latifundios institucionales como la encomienda y 

la mita, que permitieron a los españoles continuar la explotación de los recursos naturales y de 

mano de obra. Parte de esta explotación terminó en las arcas del encomendero y parte como 

tributo al Rey; las instituciones administrativas como el Virrey, la Real Audiencia, los Cabildos, 

solo tendrán un cambio hasta las primeras guerras de independencia, en donde los cabildos 

abiertos serán las instancias deliberativas y resolutorias del problema. Los cargos públicos se 

obtenían por compra que hacían de ellos las personas interesadas debido a la pobreza del erario y 

además eran hereditarios. 

Es importante señalar que instituciones como la esclavitud, se mantuvieron hasta la mitad 

del siglo XIX, época en la cual se crearon los partidos políticos tradicionales liberal y 

conservador, cada uno con un bagaje ideológico, un programa y un proyecto político. 

 A comienzos de la tercera década del siglo XIX, el vicepresidente en cargado del poder 

ejecutivo, General Francisco de Paula Santander, al proponer la Ley de Régimen Político 

Municipal, dio a conocer la idea de establecer un sistema orgánico para mejorar las condiciones 

de los funcionarios de la Administración Pública; que atendiera al criterio técnico administrativo 

para el manejo del Estado y se buscaran soluciones adecuadas para la vejez mediante el 

procedimiento de jubilación. Esta idea fue motivo de gran admiración por la sensibilidad social 

del tema. 
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La segunda mitad del siglo XIX, en el período de consolidación del Estado Nacional está  

caracterizada por las guerras civiles originadas en las ambiciones de los jefes regionales que 

tenían bastante poder económico y político, y movilizaban sus ejércitos personales cuando el 

gobierno de turno, fuera éste liberal o conservador, tomaba alguna medida en contra de sus 

intereses. 

Sólo hasta 1886 penúltimo conflicto que perdieron los liberales ya que después perderían 

la guerra de los mil días se logra el establecimiento de la República Unitaria de Régimen 

Presidencialista Centralizado. Allí nace el sistema de Centralización Política y Descentralización 

Administrativa. En este sentido es importante señalar que en la Constitución de 1886 ya aparece 

una diferenciación entre los trabajadores al servicio del Estado; se establece que funcionario es la 

persona que ejerce Jurisdicción y Autoridad y que empleado está referido al personal 

subordinado o auxiliar. 

De 1886 hasta 1930, se encuentra el período denominado de la hegemonía conservadora, 

durante el cual el país vivió una serie de conflictos como la Guerra de los Mil Días, de finales de 

1899 a 1903, año en que el departamento de Panamá, hoy República de Panamá, con el apoyo de 

los Estados Unidos de América lograra su independencia. En este período la administración 

pública se caracterizaría por la continuación de las profundas diferencias regionales y en donde 

el partido político ganador siempre se quedaba con los mejores cargos de la administración 

nacional, departamental y municipal. 

El ascenso al poder del partido liberal conllevaría a la consolidación de 1a burguesía 

industrial urbana en detrimento de un partido conservador, latifundista, terrateniente y clerical. 

Apoyado en un proletariado urbano naciente, el gobierno liberal daría paso a la legalización de 
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los sindicatos de base, proscrito por el régimen conservador y emprendería una serie de reformas 

que continuarían con Alfonso López Pumarejo, período denominado la Revolución en Marcha. 

En 1904, el General Rafael Uribe Uribe, quién con gran experiencia y conocimiento se 

preocupó en el estudio de todos los problemas que afligían a la nación concentrando todo su 

interés en favor de los empleados públicos, al dictar una conferencia en la ciudad de Bogotá, en 

la cual se habló por primera vez de “Carrera Administrativa”, iniciándose así el reconocimiento 

de los trabajadores al servicio del Estado. La acción personal no se detuvo hay, sino que fue 

prosperando por nuevas conferencias que se dictaron ante organizaciones obreras en los años 

1910 y 1920, con el propósito de crear un estatuto del funcionario, con el fin de rodearlo de 

garantías principalmente de carácter social con un carisma humano y de justicia, sin tener en 

cuenta apreciaciones de naturaleza sectaria y partidista. 

En los años 30, cuando llegó al poder el partido liberal surgieron nuevas inquietudes de 

las clases trabajadoras fundadas en los programas que sobre reformas sociales había expuesto el 

citado partido; se creó un ambiente favorable al proyecto de ley que presentó el senador Carlos 

Uribe Echeverri, sobre implantación de “Carrera Administrativa”. Dicho proyecto estaba 

elaborado con base en legislaciones de países de mayor avance sobre el tema como por ejemplo 

Chile y Uruguay. El citado proyecto propendía como objetivo esencial la inamovilidad de los 

funcionarios salvo por su incapacidad comprobada, su mala conducta y por falta contra la moral 

o contra el servicio; se exigía para el ingreso a la “Carrera” las pruebas de idoneidad y la 

comprobación de antecedentes; en caso de que el funcionario deseara cambiar de cargo, debía 

someterse nuevamente a los citados requisitos si así lo disponía el jefe jerárquico 

correspondiente. 
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La vigilancia de la “Carrera” se ejercía mediante control directo del ejecutivo, no se 

subordinaba a ningún organismo especial. Se le concedió el recurso de apelación a los 

funcionarios ante el Consejo de Estado. 

En 1936 se expide la Ley 200 que pretendía golpear al latifundio y en 1938 por medio de 

la Ley 165 se establece la Carrera Administrativa, con la que se pretende golpear al antiguo 

sistema de botín burocrático y es uno de los tantos factores que desatarían lo que se ha llamado la 

violencia, la guerra civil más sangrienta de que tiene noticia América Latina; los partidos 

tradicionales, llevaron a combatir miles de compatriotas que ignoraban que era un partido 

político. 

Realmente la Carrera Administrativa no estaba en los presupuestos ideológicos de 

ninguno de los partidos políticos, en unas se perdía y en otras se ganaba y el vencedor recogía los 

despojos de los vencidos y éste a su vez enterraba a sus muertos. 

Más adelante, se contratan diferentes personas y entidades que hicieron los 

correspondientes estudios y presentaron proyectos al gobierno nacional; la Misión Currie (1950), 

Manuel Alvarado (1953); Ministerio de Trabajo (1954); Maurice Chai1louex (1956). Este último 

serviría como base para la nueva reglamentación de la Carrera Administrativa. 

En 1956 y 1957, en Sitges y Benidorm (España) los representantes de los partidos 

tradicionales, se reunieron con el fin de hacer un pacto de paz. Dentro de los puntos acordados en 

la reunión del 20 de julio de 1957 en Sitges estaba la realización de un plebiscito nacional, el 1º 

de diciembre de ese mismo año. En los artículos 5, 6 y 7 se consigna de manera prioritaria la 

creación de  la Carrera Administrativa, por mandato constitucional de la siguiente manera: 

“A un cuerpo así asignado, inmune al sectarismo, ha de corresponder una rama ejecutiva de coalición y 

cooperación de los partidos, en la que se halle limitada la facultad, hoy omnímoda del Presidente en la 

elección y despido de todos 1os funcionarios del Gobierno. Un primer limite tiene que ver con la 
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urgentísima creación de una Carrera de Servicio Civil que suprima de una vez por todas el concepto de que 

el vencedor político tiene derecho a los despojos del vencido y a alterar de arriba abajo a la Administración 

Pública, sustituyendo a todos los empleados por nuevos favoritos. La tragedia de cada transición de poder 

en Colombia ha sido esa, no por la importancia inexistente del cuerpo de empleados o aspirantes quienes 

promueven la violencia para disfrutar sus cargos o la desatan para adquirirlos”. 

El plebiscito de 1957, inicia una nueva época en la historia de Colombia; el Frente 

Nacional instituye el bipartidismo como partido único de gobierno, en el cual los dos partidos 

tradicionales se reparten cada cuatro años el ejercicio del poder y salvo precarias y de críticas de 

uno y otro bando el gobernante de turno, prácticamente desaparece la opción. 

Inicia el Frente Nacional el partido liberal con Alberto Lleras Camargo, en cuyo período 

se expide la Ley 19 de 1958 sobre Reforma Administrativa por medio de la cual se crea la 

Carrera Administrativa, el Departamento Administrativo del Servicio Civil y la Escuela de 

Administración Pública. 

En julio 18 de 1960 se expide el Decreto 1732 por medio del cual se reglamenta la 

Carrera Administrativa; al1í se estableció claramente dos categorías de empleados los de 

“carrera” que son la inmensa mayoría y los “políticos”, de libre nombramiento y remoción. Los 

únicos empleados que no podían pertenecer a la Carrera Administrativa eran los “Ministros del 

Despacho, Jefes de Departamento Administrativo, Gobernadores, Intendentes, Comisarios, 

alcaldes y los secretarios de los respectivos despachos, lo que significaba que el 98% del total de 

funcionarios públicos tenían derecho a pertenecer o inscribirse en la Carrera Administrativa. 

A mediados de la década del 60 entre las condiciones para los préstamos externos por 

parte de agencias internacionales se dan las de la modernización del Estado. Al asumir el poder 

Carlos Lleras Restrepo en 1966 empieza a plantearse la necesidad de la Reforma Administrativa; 

por medio de la Ley 65 de 1967 se dan poderes omnímodos al presidente para reformar lo 
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concerniente a la estructura estatal, el manejo de personal y las prestaciones de éste. Así se 

expiden los Decretos 1050, 2400 y 3130 de 1968, 1848 de 1969, etc., algunos de los cuales 

serían reglamentados posteriormente como es el caso del 2400 de 1968, (reglamentado por el 

1950 de  1973 y 19 años después por el 583 de 1984 que reglamenta el Articulo 42); es de 

advertir que esta reglamentación se llevó a cabo debido a la presión realizada por los 

trabajadores estatales y ante la inminencia de un paro nacional. A finales de la década del sesenta 

y principios de la siguiente se abre la inscripción en la Carrera Administrativa, este intento falla 

pues sólo se inscribieron 8.554 de un total de 354.131 empleados públicos. Esto ocurría durante 

el gobierno del Presidente Misael Pastrana Borrero. 

Terminados los 16 años del Frente Nacional, en 1974 asciende al poder un miembro del  

partido liberal y al conformar su equipo de gobierno hace que el Frente Nacional se prolongue, 

dando al partido conservador una buena porción del ponqué burocrático, sobre todo a aquel 

sector que según él era su mayor aliado el Alvarismo. 

Al principio de su período, López levanta el estado de sitio, pero debido a la enorme 

presión de la clase obrera y de 1os pobladores, recurre nuevamente a este instrumento legal y por 

medio del Decreto 528 de 1976, declaró en Estado de Sitio el Territorio Nacional, como 

respuesta a una huelga del magisterio. Luego 1o levantaría y mediante el Decreto 2132 de 1976 

lo impuso nuevamente. En 1982 se presenta un nuevo proyecto de Carrera el No. 22, combatido 

por los trabajadores del Estado. El nivel de organización de los Estatales a pesar de su debilidad 

y su arribismo, ha mejorado considerablemente; el 21 de febrero de 1984 mediante negociación 

con el gobierno, se consiguió que éste emitiera el Decreto 583 de marzo 9 por medio del cual se 

hacen las equivalencias entre estudio y experiencia y se fijan plazos y documentación para la 

inscripción en la Carrera Administrativa. De esa fecha hasta hoy, han solicitado su ingreso a la 
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Carrera aproximadamente 50.000 funcionarios, de los niveles profesional, técnico, operativo y 

administrativo. 

En términos políticos el Frente Nacional se prolongó y lo hará indefinidamente, pues el 

artículo 120 de la Constitución Nacional de 1886 se lo permitía garantizándole el cogobierno del 

partido segundo en votos en 1as elecciones. Así las cosas el camino para el clientelismo sigue 

abierto, pues para el reparto de los cargos no se tiene en cuenta la capacidad y el mérito; más 

bien la adhesión al jefe político, la mal llamada “lealtad” que no pasa de ser el seguidismo al jefe 

inmediato, correa de transmisión con el jefe político del correspondiente partido. 

LA CARRERA ADMINISTRATIVA 

Hacia finales del año 1938, siendo presidente de la República Alfonso López Pumarejo 

del partido liberal, se establece por primera vez en Colombia la Carrera Administrativa por 

medio de la Ley 165, promulgada durante la administración Santos. 

El período López Pumarejo, se caracteriza por el acenso al poder de la burguesía 

industrial representada por el partido liberal, después de casi cuarenta años de hegemonía del 

partido conservador se caracteriza, además por una serie de reformas sociales que harían pasar al 

país sumido en el oscurantismo, al siglo XX; no es, por lo tanto exagerado decir que el siglo XX, 

se inicia en Colombia por la década del 30. Dentro de las reformas sociales propuestas bien vale 

la pena destacar la promulgación de la Ley 200 de 1936 (Ley de Tierras) y la legalización e 

impulso de los sindicatos de base; la misma carrera administrativa que buscaba la tecnificación 

de la Administración de Personal al servicio del Estado con el fin de cumplir de manera más 

apropiada sus funciones, resaltando que solo fueron propuestas, ya que nunca se llevaron a cabo, 

por el estallido de la guerra civil, no declarada entre colombianos, impulsados por la jerarquía de 

los partidos liberal y conservador y según varios autores dejó más de 300.000 muertos. 
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 La Ley 165 de 1938 en su artículo primero dice a quienes pretende llegar: “Crease la 

Carrera Administrativa para los Empleados Nacionales, Departamentales y Municipales que 

presten servicios administrativos permanentes”. 

 El espíritu de la Ley es muy positivo, pero tropieza con la realidad, en la medida en que la 

administración pública colombiana, altamente politizada y sectorizada hacia los dos bandos en 

contienda, no podía entender razones de Ley; la única Ley valedera, en Municipios, 

Departamentos y en la Nación era la Ley del revólver o la Ley del machete. Hasta los “no 

deliberantes” como las F.F.A.A. estaban también politizadas. 

 En el artículo 2º la Ley arriba mencionada establece: “Consiste la Carrera Administrativa 

en el derecho que se reconoce a los empleados ya expresados, a lo siguiente. 

a) A no ser removido del cargo que desempeñe sino por falta a los deberes que en el artículo 

7º se determinan y mediante un procedimiento especial en que sea oído. El derecho a la 

inamovilidad no comprende el período de prueba. 

b) A ser ascendidos en caso de que se halle vacante un cargo de mejores condiciones dentro 

de la jerarquía especial del ramo, según sus méritos y competencia”. 

En el artículo 6º, de condiciones para el ingreso, se señalan en el parágrafo primero, las 

condiciones mínimas para el puesto y en el parágrafo segundo, el período de prueba. 

Salta a la vista que el Decreto toca muchas facetas de la administración de personal. En 

cuanto al ingreso a la Carrera de los en ese momento empleados públicos citaremos el Título X, 

Capitulo II, Articulo 264, 265, 266 y 267. En estos se determina que las personas que están en 

empleos de Carrera, que no pertenezcan a ella y que llenen los requisitos mínimos establecidos 
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en los manuales de funciones, lo harán por concurso teniendo en cuenta eficiencia y experiencia; 

1os organismos, bajo la dirección, coordinación y asesoría del Departamento Administrativo del 

Servicio Civil , organizarán y realizaron los concursos; las personas que lleven más de seis 

meses, que aprueben los concursos y que sean calificados satisfactoriamente podrán ser inscritos 

y su tiempo de servicio será tenido en cuenta como período de prueba; los que hayan ingresado 

por concurso que el departamento considere idóneo para garantizar el sistema del mérito y cuya 

calificación de servicio sea satisfactoria , también podrán solicitar su inscripción y el tiempo 

servicio, como en el caso anterior, servirá como periodo de prueba. 

MARCO CONCEPTUAL 

Con relación al acceso a los cargos públicos de carrera administrativa general como centro de 

análisis del presente ensayo, la Ley 909 en su artículo 31 ha establecido las etapas que se deben 

desarrollar los procesos de elección de los servidores públicos funcionarios, las cuales son:  

1. Convocatoria: Es la fase del proceso de selección a  través de la cual se hace un llamado a la 

ciudadanía por medio de la página web de la Comisión Nacional del Servicio Civil, para que los 

interesados en los concursos que se presentan se postulen como candidatos de los mismos; de 

esta forma se garantiza la igualdad y el principio de publicidad en el acceso a la carrera 

administrativa.  

Será la entidad contratada para desarrollar el proceso de selección, o en su defecto la Comisión 

Nacional del Servicio Civil la encargada de suscribir la respectiva convocatoria, cabe aclarar, 

que los términos en los que se plantea la misma son de suma importancia, debido a que ésta tiene 

efectos vinculantes tanto para los organismos que la surten como para los convocados.  
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2. Reclutamiento: Durante esta instancia se verifican cuáles y cuantas de las personas que 

acudieron a la convocatoria, se adecuan a las características mínimas exigidas para merecer ser 

registradas como participantes.  

3. Pruebas: Es quizás la etapa más importante del concurso, puesto que en ella se llevan a cabo 

los exámenes de conocimiento necesarios para determinar las habilidades y capacidades de los 

convocados inscritos. Éstas evaluaciones pueden ser de varias clases dependiendo de la 

necesidad del servicio que se requiera, igualmente, se efectuarán pruebas psicotécnicas y 

entrevistas presenciales para determinar las condiciones personales de los participantes.  

En este orden de ideas, los resultados de los exámenes deberán ser valorados de acuerdo al 

principio de confiabilidad y validez de los instrumentos utilizados dentro del proceso, los cuales 

permitirán encajar a los aspirantes con los puestos a proveer.  

4. Lista de elegibles: Una vez se verifiquen los resultados de los exámenes efectuados y de 

acuerdo al principio de mérito, se conformará la lista de personas seleccionadas con las que se 

cubrirán las vacantes para las cuales se solicitó la convocatoria, dicha lista estará vigente durante 

dos (2) años. Lo anterior, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 31 de la referida ley.  

5.Periodo de Prueba: En la norma se contempla la posibilidad de que una persona pueda acceder 

a la carrera administrativa a pesar de no haber estado inicialmente inscrita en ésta. Para lo 

anterior, es necesario que el aspirante haya sido elegido a través de concurso, caso en el cual 

entrará en un periodo de prueba por un término no mayor a seis (6) meses, tiempo necesario para 

demostrar su ejercicio en el cargo. Una vez se declare como satisfactoria la labor desempeñada 

por el funcionario durante el periodo de prueba, se le vinculará a través de la carrera 

administrativa, de no ser así, su nombramiento se declarará insubsistente.  
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MARCO LEGAL 

LEY 909 DE 2004 (septiembre 23), Reglamentada parcialmente por el Decreto Nacional 4500 de 

2005, Reglamentada por el Decreto Nacional 3905 de 2009, Reglamentada parcialmente por el 

Decreto Nacional 4567 de 2011 por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la 

carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones. 

T I T U L O V 

EL INGRESO Y EL ASCENSO A LOS EMPLEOS DE CARRERA 

CAPITULO I 

Procesos de selección o concursos 

Artículo  27. Carrera Administrativa. La carrera administrativa es un sistema técnico de 

administración de personal que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración 

pública y ofrecer; estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso y el ascenso al servicio 

público. Para alcanzar este objetivo, el ingreso y la permanencia en los empleos de carrera 

administrativa se hará exclusivamente con base en el mérito, mediante procesos de selección en 

los que se garantice la transparencia y la objetividad, sin discriminación alguna. 

Artículo 28. Principios que orientan el ingreso y el ascenso a los empleos públicos de carrera 

administrativa. La ejecución de los procesos de selección para el ingreso y ascenso a los empleos 

públicos de carrera administrativa, se desarrollará de acuerdo con los siguientes principios: 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=18372#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=18372#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=37526#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=44939#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=44939#0
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a) Mérito. Principio según el cual el ingreso a los cargos de carrera administrativa, el ascenso y 

la permanencia en los mismos estarán determinados por la demostración permanente de las 

calidades académicas, la experiencia y las competencias requeridas para el desempeño de los 

empleos; 

b) Libre concurrencia e igualdad en el ingreso. Todos los ciudadanos que acrediten los requisitos 

determinados en las convocatorias podrán participar en los concursos sin discriminación de 

ninguna índole; 

c) Publicidad. Se entiende por esta la difusión efectiva de las convocatorias en condiciones que 

permitan ser conocidas por la totalidad de los candidatos potenciales; 

d) Transparencia en la gestión de los procesos de selección y en el escogimiento de los jurados y 

órganos técnicos encargados de la selección; 

e) Especialización de los órganos técnicos encargados de ejecutar los procesos de selección; 

f) Garantía de imparcialidad de los órganos encargados de gestionar y llevar a cabo los 

procedimientos de selección y, en especial, de cada uno de los miembros responsables de 

ejecutarlos; 

g) Confiabilidad y validez de los instrumentos utilizados para verificar la capacidad y 

competencias de los aspirantes a acceder a los empleos públicos de carrera; 

h) Eficacia en los procesos de selección para garantizar la adecuación de los candidatos 

seleccionados al perfil del empleo; 
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i) Eficiencia en los procesos de selección, sin perjuicio del respeto de todas y cada una de las 

garantías que han de rodear al proceso de selección. 

Artículo 29. Concursos. Los concursos para el ingreso y el ascenso a los empleos públicos de 

carrera administrativa serán abiertos para t odas las personas que acrediten los requisitos 

exigidos para su desempeño. 

Artículo  30. Competencia para adelantar los concursos. Los concursos o procesos de selección 

serán adelantados por la Comisión Nacional del Servicio Civil, a través de contratos o convenios 

interadministrativos, suscritos con universidades públicas o privadas o instituciones de educación 

superior acreditadas por ella para tal fin. Los costos que genere la realización de los concursos 

serán con cargo a los presupuestos de las entidades que requieran la provisión de cargos. 

Los convenios o contratos se suscribirán preferencialmente, con las entidades acreditadas que 

tengan jurisdicción en el departamento o municipio en el cual esté ubicada la entidad para la cual 

se realiza el concurso. 

La Comisión acreditará como entidades idóneas para adelantar los concursos a las universidades 

públicas y privadas y a las instituciones de educación superior que lo soliciten y demuestren su 

competencia técnica en procesos de selección, experiencia en el área de selección de personal, 

así como capacidad logística para el desarrollo de concursos. El procedimiento de acreditación 

será definido por la Comisión Nacional del Servicio Civil. 

Las entidades que utilicen las listas de elegibles resultado de los concursos adelantados por la 

Comisión Nacional del Servicio Civil deberán sufragar los costos determinados por la citada 

Comisión. 
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Ver el Acuerdo de la C.N.S.C. 02 de 2005  

Artículo  31. Etapas del proceso de selección o concurso.  Reglamentado por el Decreto Nacional 

4500 de 2005. El proceso de selección comprende: 

1. Convocatoria. La convocatoria, que deberá ser suscrita por la Comisión Nacional del Servicio 

Civil, el Jefe de la entidad u organismo, es norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la 

administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los 

participantes. 

2. Reclutamiento. Esta etapa tiene como objetivo atraer e inscribir el mayor número de aspirantes 

que reúnan los requisitos para el desempeño de los empleos objeto del concurso. 

3. Pruebas.  Modificado por la Ley 1033 de 2006. Las pruebas o instrumentos de selección tienen 

como finalidad apreciar la capacidad, idoneidad y adecuación de los aspirantes a los diferentes 

empleos que se convoquen, así como establecer una clasificación de los candidatos respecto a las 

calidades requeridas para desempeñar con efectividad las funciones de un empleo o cuadro 

funcional de empleos. 

La valoración de estos factores se efectuará a través de medios técnicos, los cuales deben 

responder a criterios de objetividad e imparcialidad. 

Las pruebas aplicadas o a utilizarse en los procesos de selección tienen carácter reservado, solo 

serán de conocimiento de las personas que indique la Comisión Nacional del Servicio Civil en 

desarrollo de los procesos de reclamación. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=17204#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=18372#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=18372#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=20705#0
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4. Listas de elegibles. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil 

o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista 

de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se 

cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso. 

 Derogado por el art. 14, Ley 1033 de 2006. En los concursos que se realicen para el Ministerio 

de Defensa Nacional, en las Fuerzas Militares y en la Policía Nacional, con excepción de sus 

entidades descentralizadas, antes de la conformación de las listas de elegibles se efectuará a cada 

concursante un estudio de seguridad de carácter reservado, el cual, de resultar desfavorable, será 

causal para no incluirlo en la respectiva lista de elegibles. Cuando se trate de utilizar listas de 

elegibles de otras entidades, al nombramiento deberá preceder el estudio de seguridad. En el 

evento de ser este desfavorable no podrá efectuarse el nombramiento. 

5. Período de prueba. La persona no inscrita en carrera administrativa que haya sido seleccionada 

por concurso será nombrada en período de prueba, por el término de seis (6) meses, al final de 

los cuales le será evaluado el desempeño, de acuerdo con lo previsto en el reglamento. 

Aprobado dicho período al obtener evaluación satisfactoria el empleado adquiere los derechos de 

la carrera, los que deberán ser declarados mediante la inscripción en el Registro Público de la 

Carrera Administrativa. De no obtener calificación satisfactoria del período de prueba, el 

nombramiento del empleado será declarado insubsistente. 

El empleado inscrito en el Registro Público de Carrera Administrativa que supere un concurso 

será nombrado en período de prueba, al final del cual se le actualizará su inscripción en el 

Registro Público, si obtiene calificación satisfactoria en la evaluación del desempeño laboral. En 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=20705#14
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caso contrario, regresará al empleo que venía desempeñando antes del concurso y conserva su 

inscripción en la carrera administrativa. Mientras se produce la calificación del período de 

prueba, el cargo del cual era titular el empleado ascendido podrá ser provisto por encargo o 

mediante nombramiento provisional. 

Parágrafo. En el reglamento se establecerán los parámetros generales para la determinación y 

aplicación de los instrumentos de selección a utilizarse en los concursos. 

Artículo 32. Reclamaciones. Las reclamaciones que presenten los interesados y las demás 

actuaciones administrativas de la Comisión Nacional del Servicio Civil, de las Unidades y de las 

Comisiones de Personal y de las autoridades que deban acatar las disposiciones de estos 

organismos se sujetarán al procedimiento especial que legalmente se adopte. 

Artículo  33. Mecanismos de publicidad. La publicidad de las convocatorias será efectuada por 

cada entidad a través de los medios que garanticen su conocimiento y permitan la libre 

concurrencia, de acuerdo con lo establecido en el reglamento. 

La página web de cada entidad pública, del Departamento Administrativo de la Función Pública 

y de las entidades contratadas para la realización de los concursos, complementadas con el 

correo electrónico y la firma digital, será el medio preferente de publicación de todos los actos, 

decisiones y actuaciones relacionadas con los concursos, de recepción de inscripciones, recursos, 

reclamaciones y consultas. 

La Comisión Nacional del Servicio Civil publicará en su página web la información referente a 

las convocatorias, lista de elegibles y Registro Público de Carrera. 
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1.1 Carrera administrativa. Es un sistema técnico de administración de personal, sustentado en el 

mérito como causa para ingresar, permanecer y ascender en los cargos públicos, en orden a 

garantizar el derecho de todo ciudadano a acceder al desempeño de empleos públicos y lograr la 

eficiencia y pulcritud de la gestión pública. 

La Constitución dispone que los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera, 

salvo excepciones; la ley consigna los requisitos y condiciones para evaluar los méritos y 

calidades de los aspirantes a ser nombrados o ascendidos en dichos cargos. 

El retiro de los empleados de carrera se producirá por calificación no satisfactoria en el 

desempeño del empleo, por violación del régimen disciplinario y por las demás causales 

previstas en la Constitución o la ley. 

1.2 Proceso de selección o concurso. Se rige por lo dispuesto en la Ley 27 de 1992, en el Decreto 

Ley 1222 de 1993 y sus Decretos Reglamentarios 256 de 1994, 805 de 1994 y 2329 de 1995. El 

Capítulo I del Decreto 256 de 1994, que reglamentaba los concursos o procesos de selección fue 

derogado expresamente por el artículo 58 del Decreto 2329 de 1995 y por tanto dicho Capítulo, 

con las modificaciones que le había introducido el Decreto 805 de 1994, está sustituido por el 

referido Decreto 2329 / 95. 

El proceso de selección de personal para la incorporación a la carrera administrativa o la 

promoción dentro de ella compete a cada organismo o entidad, bajo la administración y 

vigilancia de la Comisión Nacional de Servicio Civil, para lo cual ésta tendrá el apoyo y asesoría 

del Departamento Administrativo de la Función Pública (Dirección de Apoyo a la Comisión 

Nacional de Servicio Civil). 
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Dicho proceso comprende varias etapas: la convocatoria, el reclutamiento, la aplicación de 

pruebas o instrumentos de selección, la conformación de lista de elegibles y el período de 

prueba. 

La convocatoria es el acto administrativo dictado por el nominador o por el secretario general, o 

quien haga sus veces, o por aquellos empleados a quienes se les delegue esta función, en el 

organismo o entidad a la cual pertenezcan los empleos por proveer, elaborado de acuerdo con el 

modelo que diseñe el Departamento Administrativo de la Función Pública, el cual deberá 

contener toda la información determinada en el artículo 12 del Decreto 2329 de 1995, esto es: 1. 

Clase de concurso; 2. Fecha de fijación; 3. Número de convocatoria; 4. Medio de divulgación; 5. 

Identificación del empleo; 6. Número de empleos por proveer; 7. Sueldo; 8. Ubicación orgánica, 

jerárquica y geográfica del empleo; 9. Funciones; 10. Requisitos. En los concursos de ascenso 

deberá indicarse, además, los señalados en el artículo 9º del citado decreto; 11. Término y lugar 

para las inscripciones; 12. Fecha de los resultados de las inscripciones; 13. Fecha, hora y lugar en 

que se llevará a cabo la aplicación de las pruebas; 14. Clase de pruebas; 15. Carácter de las 

pruebas: eliminatorio o clasificatorio; 16. Puntaje mínimo aprobatorio para las pruebas 

eliminatorias y valor en porcentajes de cada una de las pruebas dentro del concurso; 17. 

Duración del período de prueba; 18. Firmas del nominador y del secretario general, o de quien 

haga sus veces, o de sus delegados. 

La convocatoria es norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración como a 

los participantes. Una vez iniciada la inscripción de aspirantes, sólo pueden cambiarse sus bases 

en los aspectos a que se refieren los numerales 11, 12 y 13. 
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La omisión en la convocatoria de la información referida en los numerales 1, 5, 8, 9, 10, 14, 15 y 

16 determina que el nominador, de oficio o a petición de parte, debe declarar sin efecto el 

concurso si se hubieren iniciado las inscripciones; en caso contrario, deberá adicionar la 

convocatoria con la información omitida y darle a ésta la misma publicidad dada a aquélla. Pero 

esto no impide que la comisión pueda dejar sin efectos, total o parcialmente, un concurso por los 

mismos motivos (art. 13 parágrafo Dec. 2329 / 95). 

La convocatoria se publicará en los términos, lugares y forma que ordenan los Decretos 1222 de 

1993 y 2329 de 1995. Las inscripciones se harán en el formato único de hoja de vida que adopte 

el Departamento Administrativo de la Función Pública, dentro del término señalado en la 

convocatoria y con la aportación de los certificados que acrediten los estudios y experiencia del 

aspirante. 

Con base en los formularios de inscripción, el jefe de personal o quien haga sus veces verificará 

que los aspirantes acrediten los requisitos mínimos señalados en la respectiva convocatoria. 

Realizado este estudio se elaborará y publicará la lista de aspirantes admitidos y no admitidos. El 

rechazo sólo podrá fundamentarse en la falta de requisitos señalados en la convocatoria. 

Los aspirantes no admitidos podrán reclamar por escrito, dentro de los dos días hábiles siguientes 

a la publicación de la lista, ante el jefe de personal o quien haga sus veces; éste deberá resolver 

en un término igual. 

Los aspirantes admitidos serán sometidos a pruebas o instrumentos que permitan establecer las 

aptitudes, las actitudes, las habilidades, los conocimientos, la experiencia y el grado de 

adecuación de aquéllos a la naturaleza y al perfil de los empleos que deban ser provistos. La 
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metodología y valoración de las pruebas se ajustarán a las disposiciones pertinentes de los 

Decretos 1223 / 93 y 2329 / 95. 

Con base en los resultados del concurso se elaborará la lista de elegibles, con los aspirantes 

aprobados y en riguroso orden de mérito. Posteriormente, se procederá a llenar las vacantes 

nombrando en período de prueba, por el término de cuatro (4) meses, a la persona que se 

encuentre en el primer puesto de la lista de elegibles, por cuanto la parte del artículo 9º del 

Decreto 1222 / 93 que decía: ... "La provisión del empleo deberá hacerse con una de las personas 

que se encuentre entre los tres primeros puestos de la lista de elegibles..." fue declarada 

inexequible en sentencia C - 040 de febrero 9 de 1995 de la Corte Constitucional. 

1.3 Comisión Nacional de Servicio Civil. El literal b) del artículo 14 de la Ley 27 de 1992, citado 

en el texto de la consulta, le asigna competencia para las siguientes posibles actuaciones: 

a) Conocer, de oficio o a petición de parte, de las irregularidades que se presenten en la 

realización de los procesos de selección, pudiendo dejarlos sin efecto, total o parcialmente; 

b) Excluir de las listas de elegibles a las personas que hubieren incurrido en violación a las leyes 

o los reglamentos que regulan la administración de personal civil al servicio del Estado, y 

c) Ordenar la revocatoria de nombramientos u otros actos administrativos si comprobare que 

éstos se efectuaron con violación a las normas que regulan la materia. 

El artículo 31 del Decreto 1222 / 93 dispone: "El incumplimiento de los Capítulos I y III de este 

decreto será causal para que la respectiva Comisión del Servicio Civil declare sin efecto total o 

parcialmente el concurso, según el caso". 
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Por su parte, el artículo 31 del Decreto 2329 de 1995 establece: 

"Los reclamos por las posibles irregularidades que se presenten durante el concurso deberán ser 

puestos en conocimiento de la respectiva comisión del servicio civil por cualquiera de los 

participantes o por la entidad interesada, dentro de un término máximo de cinco (5) días hábiles 

contados a partir de la fecha de publicación de los resultados de la última prueba del concurso. 

Copia de la reclamación deberá enviarse por el reclamante a la entidad respectiva. 

Si la reclamación es formulada por los participantes fuera de dicho término, se considerará 

extemporánea y, por tanto, no se le dará trámite. No obstante lo anterior, la respectiva comisión 

del servicio civil podrá avocar, en cualquier momento, el conocimiento de la situación objeto del 

reclamo, con el fin de establecer las posibles violaciones de las normas que regulan los 

concursos. 

Mientras la comisión emite su concepto, para cuyo efecto podrá oír a los interesados, no podrá 

suscribirse el acta de concurso por la entidad ni firmarse la correspondiente lista de elegibles, ni 

efectuar el respectivo nombramiento en período de prueba". 

De las normas citadas se deduce que las irregularidades en el proceso de selección pueden ser 

conocidas por la comisión de servicio civil: a) Por reclamación presentada por un participante, 

dentro de un término máximo de cinco (5) días hábiles contados a partir de la fecha de 

publicación de los resultados de la última prueba del concurso, y b) De oficio. En los dos casos, 

si la Comisión del Servicio Civil establece que el proceso de selección quebrantó las 

disposiciones de los Capítulos I y III del Decreto - ley 1222 de 1993, reglamentadas por el 

Decreto 2329 de 1995, podrá dejar sin efectos el proceso de selección, total o parcialmente. 
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El acto administrativo que hace esa declaración puede tener diversos alcances, según las etapas 

del proceso de selección que deje sin efectos. Si se anonada o aniquila todo el concurso, las 

consecuencias serán a partir de la convocatoria. En cambio, si es en forma parcial, los alcances 

serán respecto de la etapa a que la declaración se refiera y la posterior o posteriores a ella. 

Las etapas que se cumplen en el proceso de selección constituyen actos preparatorios o 

accesorios, que "son aquellos que se expiden como parte de un procedimiento administrativo que 

se encamina a adoptar una decisión o que cumplen un requisito posterior a ella". Frente a los 

anteriores se encuentran los actos definitivos o principales que "son los que contienen la decisión 

propiamente dicha o, como dice el inciso final del art. 50 del Código Contencioso 

Administrativo, "los que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto" 1. 

La manifestación de la Comisión del Servicio Civil, de dejar sin efectos un proceso de selección, 

tiene la naturaleza y alcances de una revocación directa, que es una de las formas como pierden 

vigencia los actos administrativos. 

El período de prueba es una etapa del proceso de selección o concurso para ingresar a la carrera 

administrativa. El nombramiento en esa condición no crea la situación jurídica concreta a la cual 

se encaminan los actos preparatorios. Dicha situación jurídica particular nace cuando al cabo de 

los cuatro meses del período de prueba, el nombrado o ascendido sea calificado 

satisfactoriamente, momento en el cual adquiere los derechos de carrera y deberá ser inscrito en 

el escalafón, o actualizado éste si se trata de empleado ascendido. 

Por consiguiente, si se deja sin efectos un concurso que había llegado hasta el nombramiento de 

una persona en período de prueba, dicho nombramiento queda comprendido dentro de esa 
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manifestación de revocatoria y pierde su vigencia. Se pregunta, ahora: ¿requiere esa revocatoria, 

que comprende no sólo el nombramiento sino otros actos preparatorios o de trámite, el 

consentimiento expreso y escrito de la persona nombrada en período de prueba? A juicio de la 

Sala no, porque la revocación se dicta para enmendar una actuación que viola la Constitución o 

la ley, porque aún no se ha dictado el acto definitivo que crea la situación jurídica de carácter 

particular y concreto, y porque las disposiciones legales especiales que regulan esta 

manifestación de voluntad de la administración no la supeditan al consentimiento de la persona o 

personas partícipes en el proceso. 

En situación diferente se encuentra el empleado que ha cumplido su período de prueba y 

obtenido calificación satisfactoria, porque ya concluyó el concurso y por ende la revocatoria del 

mismo no se extiende hasta las actuaciones administrativas surtidas dentro de la carrera 

administrativa. 

El acto administrativo en firme que decretó la inscripción, tanto ordinaria como extraordinaria, 

en la carrera administrativa de un empleado que no reúne los requisitos exigidos por la ley no es 

susceptible de revocatoria directa. En este caso, el nominador deberá demandar su propio acto 

ante la imposibilidad de obtener el consentimiento del particular para revocarlo. No podrá alegar 

que el acto ocurrió por medios ilegales. 

La sección segunda del Consejo de Estado ha sostenido esta tesis en fallos de 6 de mayo de 

1992, expediente 4260, de 22 de septiembre de 1992, exp. 2098, y en sentencia de agosto 4 de 

1995, expediente 5229, en la cual dijo: "Obviamente sólo en caso de los actos provenientes del 

silencio administrativo positivo, cuando se dan las causales contempladas en el artículo 69 del 

C.C.A. y cuando el titular del derecho se ha valido de medios ilegales para obtener el acto, puede 



26 

 

revocarse directamente sin su consentimiento expreso y escrito; no cabe este proceder cuando la 

administración simplemente ha incurrido en error de hecho o de derecho, sin que tenga en ello 

participación el titular del derecho. En este caso, estará obligada a demandar su propio acto ante 

la imposibilidad de obtener el consentimiento del particular para revocarlo" 2. 

La revocatoria de que trata el literal b) del artículo 14 de la Ley 27 de 1992 no es independiente 

de la consagrada en el artículo 69 del Código Contencioso Administrativo. Las normas de este 

código, sobre procedimientos administrativos, se aplican a los órganos, corporaciones y 

dependencias de las ramas del poder público en todos los órdenes y dentro de éstos está 

comprendida la Comisión Nacional del Servicio Civil. En lo no previsto en los procedimientos 

administrativos regulados por la Ley 27 de 1992 y el Decreto - ley 1223 de 1993, de manera 

especial para la carrera administrativa, deben aplicarse las normas de la primera parte del Código 

Contencioso Administrativo, que sean compatibles. 

En cuanto las disposiciones legales sobre carrera administrativa no regulen un procedimiento 

específico y diferente del estatuido en el Código Contencioso Administrativo para la revocación, 

forzoso es concluir que para hacer operante la garantía constitucional del debido proceso debe 

aplicarse el citado código como lo ordena su mismo artículo 1º en el inciso primero. Por ser ésta 

la solución prevista en la ley, se infiere que la Comisión Nacional del Servicio Civil no tiene 

competencia para fijar, a través de sus reglamentos, los procedimientos administrativos de 

revocatoria. El reglamento al cual se refiere el artículo 14 de la Ley 27 / 92 es el interno de 

funcionamiento de la comisión, pretender extenderlo a los procedimientos es invadir la 

competencia reglamentaria de la ley asignada constitucionalmente al Presidente de la República. 
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Esos mismos procedimientos del Código Contencioso Administrativo, que consagran los 

recursos que los administrados pueden interponer contra los actos de la administración, serán los 

aplicables para impugnar las decisiones de las Comisiones tanto nacional como seccionales del 

Servicio Civil y por éstas al resolver. Obviamente, como se dijo antes, sin perjuicio de los 

procedimientos especiales contenidos en las normas legales que regulan la carrera administrativa. 
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